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El diagnóstico de situación es claro: estamos ante un gobierno que lleva adelante un modelo político,
económico y social monitoreado por el Fondo Monetario Internacional (FMI), en función de intereses que no
son los nuestros. Un modelo que está destruyendo el sistema productivo nacional, sobre todo el de las
pequeñas y medianas empresas, con aumento de la desocupación, deterioro de los ingresos y de las
condiciones laborales, brutal caída del consumo interno y signos claros de recesión; alta presión impositiva,
desplome de la inversión, falta de financiamiento y costos desmedidos de los servicios públicos.

Las consecuencias también son claras y están a la vista: una situación social angustiante, creciente pobreza y
marginalidad; cientos de miles de hogares con carencias alimentarias severas y un endeudamiento familiar
descontrolado que dispara graves alarmas en materia de salud mental; jubiladas y jubilados en condiciones de
precariedad existencial que no pueden comprar siquiera sus medicamentos; personas con discapacidad sin
atención; desfinanciamiento del sistema de salud, del sistema educativo, de la investigación científica, de la
obra pública, de la infraestructura vial y del transporte. En definitiva, un deterioro general de la calidad de
vida de la población que pone en riesgo la paz y la convivencia.

Hoy nos movilizamos en defensa de la industria nacional para visibilizar la realidad del sector productivo y
alertar sobre la difícil situación que atraviesa, en especial la de las PyMEs, principal sostén del empleo. Este
achicamiento no solo involucra quebrantos empresariales, sino que también implica un daño que agudiza las
dificultades en la cadena de pagos y debilita los entramados productivos regionales. No estamos proponiendo
una economía cerrada, sino la necesidad de configurar una apertura comercial inteligente, en función de
nuestros recursos y de nuestras posibilidades, pero con la certeza de que ningún país se desarrolla sin
industria.

No hay dos velocidades en este programa económico vigente: hay dos economías. Una, para muy pocos,
concentrada en sectores que capturan la mayor parte de la renta. Y la otra, la de la microeconomía popular,
que transitamos cotidianamente las grandes mayorías, donde «la plata no alcanza» y la situación de las y los
trabajadores —ocupados, subocupados, precarizados y desocupados— es cada vez peor.

Este gobierno ya ha dado claras muestras de que las argentinas y los argentinos no son su prioridad. En su
fanatismo ideológico, todos los días confirma su insensibilidad, su falta de empatía y la clausura de toda
posibilidad de diálogo institucional.

Por tanto, en defensa de una Argentina con producción, desarrollo y trabajo digno, nos cabe la tarea de
organizar allí donde todavía no hay organización y de construir alternativas consistentes, políticamente
confiables y participativas, capaces de conmover y contener a todas aquellas personas y organizaciones que
no queremos convalidar este estado de cosas: el de un país para unos pocos.

Frente a estas propuestas del «sálvese quien pueda», nosotros proponemos otra idea de sociedad, donde la
dignidad del trabajo, como experiencia solidaria de intercambio y colaboración, siga siendo una construcción
colectiva a favor del bien común y del desarrollo personal y familiar, en el marco de una comunidad integrada.

Porque NO HAY LIBERTAD SIN JUSTICIA SOCIAL
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